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E ste de In estructura del derecho minero es quizás un tema 
demasiado básico, y sobre lo cual todos tenemos pequeñas y 
grandes ideas: ~Cómo venir a hablar de la estructura básica de 

la disciplina en un evento que reúne a los mejores especialistas del 
área? La verdad os que no he querido hacerlo para ensetiros nada; 
sino para transmitirles mis pensamientos sobre lo que sea 
centralmente el derecho minero, pues he venido desarrollando una 
serie de planteamientos en estos últimos años, los que ahora he 
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breve desarrollo de lo que sea la estructura básica de la disciplina que 
denominamos <<derecho minero>); esto es, lo que llamo su núcleo 
dogmático (II). 

I/LA ALJTONOMfA DEL DERECHO MINERO 

Para postular la autonomía de una disciplina de las ciencias 
jurídicas no solo ha de buscarse en las recopilaciones legislativas unos 
especiales cuerpos legales, sino que ha de encontrarse en ellos, en su 
historia, y a partir de la realidad regulada, unos institutos, que sean el 
reflejo de especiales características y principios. Ello sólo es posible 
descubrirlo a través de un adecuado meto& de análisis (1). En el caso 
de la minería, se nos presenta la especial dificultad de la permanente 
y problemática presencia legal y doctrinaria de esa partícula 
civilística denominada proprietas (dominiwz) (2). Una vez despejadas 
estas dificultades, y principalmente observando la realidad, 
podremos descubrir el núcleo dogmático del derecho minero, que es 
fuente y origen de su autonomía (3). 

1. Método histórico-sistemáticc-didtktico 

Es necesaria entonces una búsqueda, sistematización y análisis 
de los principios generales del régimen jurídico de la minería, 
ordenados en tomo a sus instituciones nucleares, a partir de lo cual 
ofrecer las respuestas globales y específicas que requieren los 
problemas que plantea la minería, como industria humana. Es el 
conocimiento de la realidad de esta industria la que, en conjunto con 
el texto de la ley positiva, previa disección histórica, sistemática 
(dogmatica) y dialéctica, la que nos permitirá encontrar respuestas. 

EI jurista debe trabajar no ~510 con el desnudo texto de una 
norma, con su mera literalidad; sino con dicho texto con las 
adherencias históricas y dogmáticas que es posible ariadir a raíz de su 
interpretación; y el estudio coheonte y científicamente articulado de 
un conjunto de normas termina por crear un «sistema»: esto es, una 



totalidad, cuyos elementos se hallan Lnterrelncionados y en la que 
dichas relaciones están presididas por un elenco de principios 
ordenadores; principios que actúan como elementos vertebradores 
del sistema y quel al tiempo, rwbran sobre el mismo ni operar como 
fuentrs de nuevas normas (o m&s bien de ~kiadidos~~ de nwnas) 1 
de criterios interpretativos. 

k-0 sólo es poAle llegar n plantear un Astema de derecho 
minero>,, respeciivamrnte, ò trdvkb de: 

ii) In slifmmlizncidrr de LI regulación vigente (esto es, C)pernndo 
su diseccihn, en torno a instituciones y principios, llevando adelanie el 
papel de la &gn-Atica, <ie la ciencia del derecho; en otras palabras, 
clasificando CI nwterial I;ormativo, que es lo más propio del jurista 
;7oaitivo y pr;lctic0), cnn5iderando para rilo siempre la realidad de Id 
industria minera o los nntetrdentes fkticos del problema prktico a 
resolver; y, 

iii) en fin, el rlrliilisrs de ia racionalidad (dialéctica) de In 
regulación vigente que exige conductas humanas en torno a los 
problemas de trascendencia jurídica de la minería. 

El papel de la dogmAticn jurídica es la sirtematirnción de la 
legislación vigente, proponiendo un «sistema,,, con el objetivo de 
pobibiiitar una mejor solución de los contlictos; conflictos ktos yuc 
debedn ser abordados con un método que integre la búsqueda 
histhrica, la sistentitica del derecho vigente y el análisis diaktico de 
las soluciones. 

Este es, en resumen, el m&do histórico-sistemático-diakktlco 
que propqmamos para hacer ciencia del derecho, y que nos podrá 
conducir a descubrir las disciplinas jurídicas; y a partir de ese 
instante, descubrir su esencia: el núcleo de su autonomía. 
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2. Publicntio UWSIIS proprietas (dorrriniurn) 

El primer problema jurídico que plantea la minería, como se ve 
al estudiar la historia de la IegislaciOn minera, es la naturaleza 
jurídica de la riqueza minera, dado que ella esta ligada de un modo 
especial al Estado. Tal riqueza está sustraída de la esfera privada: ha 
sido publificada, esto es, ha operado un acto regulatorio estatal 
denominado p~~bkcatio; de ahí que la explicación disciplinaria de lo 
que sea el derecho minero provenga del manejo de conceptos de 
índole pública. Por tales razones es en el sector del derecho público 
de la ciencia jurídica en donde entronca el derecho minero; las 
instituciones y principios del derecho privado o civil no es posible 
aplicarlos en esta materia, pues estAn construidos para explicar las 
relaciones inter priv~~tos, de sectores no publificados. 

Gran parte de la actual indefinición de las instituciones que 
integran el núcleo dogmático del derecho minero se debe a la 
permanente pretension doctrinaria, legal y jurisprudencia1 de 
introducir en su explicación principios civiles, de derecho privado; 
principios estos que son claramente inadecuados para ta1 fin. El 
derecho civil está configurado como un derecho inter priuntos, lo que 
le imposibilita ofrecer desde su perspectiva una explicación de las 
funciones o potestades que la legislación establece para el Estado en 
relaciún a algunos bienes, como la riqueza mineral; principalmente a 
partir de la realidad actual de que el Estadollegislador cubre ron su 
actividad reguladora casi todo el espectro de la vida social; y de un 
modo especialmente intenso, el sector econbmicominero. 

Es a partir de la amplia difusión del concepto de propiedad, y 
en especial en materia de derecho minero, que debemos 
preguntamos: LES posible utilizar el concepto de propiedad para 
explicar las instituciones nucleares del derecho mjnero? Y 110 se trata 

este de un problema ideolúgico (de rechazo o aceptación de la 
propiedad como institución), sino estrictamente dogmático-jurídico: 
esto es, relativo a la mterpretación que desde la ciencia jurídica se 
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debe realizar a los textos legales vigentes. Tampoco se lratd de poner 
en duda la gran importancia individual y socia1 de la propiedad en 
tas relaciones entre privados, y del respeto que le debe el Estado a la 
misma. Se tram de justificar, dogmáticamente, si es «posible» la 
esplicacibn de la parte nuclear del derecho minero a trnves de esa 
preciosa y critica instituci(in privatistica. Es un problema de pureza 
dogmåtica, y no ideolúgico (recuérdese que el derecho mismo es una 
disciplina autúnoma, no filost)fica ni política). 

Desde el punto dc vista idwti~gico siempre ha existido la 
pretensibn de aplicar Id «propiedad» (por la seguridad y poder que a 
ella se le reconoce que otorga), tanto a los posibles vínculos del 
Estado como de los privados con las minas; y ello incluso .se ha 
configurado así en textos legislativos, históricos y vii;entes. Y todos 
hablan de la ~Tpropiedad minera,~, y se llega a la situacWn irreal de 
que en ambos (Estado y particulares) cde algún modo», se afinca 
algún +ipw de *<propiedad>% n, más bien, de seudo-propiedad: 
$ómo explicar desde la perspectiva dogmática esta situacion? Pues, 
si observamos atentamente la realidad, las potestades del Estado 
{como regulador [legislador] o como Ad~istraci61~), en virtud de 
Ias cuales interviene en la industria minera y, por consiguiente, en et 
~~prov~míento de los minerales, hoy sóio es posible hacerlo 
estableciendo una normativa, y no con el interés de aapropiarse» de 
la riqueza mineral en bloque; sino con ei fii de interés público de 
regular el acceso de los particulares a tal riqueza. Así, la intervencitin 
estatal, estå mas bien dirigida n la <<actividad>> que se desarrolla al 
rededor de la riqueza minera. sí>10 de manera muy limitada, pero ya 
no como Estado/regulador (legislador) o Es~do/Adm~~istraciót~, 
sino como ~~fisco» (y, por lo tanto en un mismo nivel que un 
particular), el Estado podrá actuar en materia minera (es el caso del 
Estado/fisco como empresario); pero, obs&vese, actúa como un 
concesionario minero más; pero no como un pretendido 
+~propietario~~ de toda la riqueza mineral. Es este el punto central de la 

discusión actual, y los pretendidos vínculos de ~~propiedadw 
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(i) iExiste una impropiedad estatal» sobre toda la riqueza 
mineral, irt sit~r? Esto es, con las minas en bloque (o las menas», más 
bien); 

(ii) iExiste una <<propiedad privada», sobre el yacimiento 
descubierto u otorgado en concesión (la ya arcaica o anacronica 
wpropiedad mineras de que aún muchos hablan)? 

Ambas, en realidad, son claramente irreales y jurídicamente 
inexistentes. En otras palabras mas breves: jurídicamente, no existe ni 
la <<propiedad estatal» ni la impropiedad privada>> sobre las minas; las 
instituciones jurídicas, como se comprobará, son otras: la pbhtio 

(respecto de la acción estatal) y los derechos mineros (respecto de las 
titularidades privadas). 

Para comprender cabalmente lo anterior, debemos considerar 
que no siempre es necesaria la institución de la propiedad para 
explicar las realidades humanas donde hay contacto con los bienes. 
Debemos razonar jurídicamente para conocer el contenido de la 
potestad posible del Estado mirando la realidad (y así comprobar la 
razonabilidad de los textos legales [o, aún constitucionales] vigentes): 
en este caso resulta evidente, y deseo repetirlo, que no es sobre las 
minas o <<menas>> (como bienes que se desea apropiar) que el Estado 
tiene potestad de regulacion, sino mas bien sobre la actividad que es 
posible desarrollar en torno a tales bienes; esto es, In actividad 
minera. La institución de la propiedad (no obstante su rico contenido 
ante el derecho civil) no tiene aquí -en el derecho minero- ninguna 
operatividad. Sencillamente, ante el derecho minero, desde la 
perspectiva do@nZítica (esto es, desde la.ciencia del derecho) y a pesar 
de toda la tradición legislativa histórica y de los propios terminos de 
la Irw vigente y de la coloquialidad común, más o menos 
especializada, más o menos periodística, ninguna de sus instituciones 
centrales se conecta con la propiedad. Y como veremos, ello no 
implicara más o menos seguridad, certeza o justicia en las 
instituciones que contiene el derecho vigente. 



Esto es, la segregación de la «propiedad>) del derecho minero 
es un intento de pureza metodológica y conceptual. Y sólo dice 
relación con las titularidades o vínculos «internos» del derecho 
minero. Distinta es la situación garantística, derivada del artículo 19 
no 24 inc. 9” de la Constitucion: que sobre el <(derecho (concesion) 
minero» se tenga, a su vez, propiedad, es otro aspecto distinto, 
<<externo» (de la protección constitucional), que no se aborda en este 
trabajo. 

3. El rrlícleo tlogrrriitico del derecho rnirmo como origor lie su 
cllltonolnííI 

Así, si deseamos afirmar que el rderecho minero>> es una 
disciplina, ello implica necesariamente su autonomía; y tal afirmación 
debemos justificarla. Demostrar que un derecho es autónomo no 
significa solo decir que existe una legislación especial que rija su 
sector, por muy abundante que esta sea, o por codificada que ella 
esté; sino, que es necesario que tal legislación se incardine en unos 
institutos jurídicos propios, reílejos de la realidad; los cuales, a su 
vez, han de responder n unos principios especiales, todo lo cual 
conforme un verdadero sistema jurídico. 

En derecho minero es posible probar la existencia de algunas 
instituciones propias; que enmarcan algunos principios propios; esto 
es, todo un sistema, que se armoniza a través de esas instituciones y 
principios. Si ello es así, se habrá probado, a la vez, la autonomía del 
derecho minero. 

Es necesario superar la tradicional división doctrinaria en 
«sistemas» que se realiza usualmente (sistema fundiario; de libertad 
de minas, etc.); sobre todo cuando es evidente que a través de tal 
fórmula se enfoca sólo un aspecto del problema: el del pretendido 
<<dominio>* de las sustancias minerales. Un estudio de la parte general 
del derecho minero debe pretender algo más que dar respuesta a la 
consabida y repetida pregunta «¿de quien son las minas?». La 
exposición de diferentes «sistemas» induce a creer que en la historia 
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jurídica de las instituciones mineras no ha habido un sólo 4rilo 
conductor>, que, con uno u otro matiz, haya desembocado en las 
instituciones y principios que ofrece su actual régimen jurídico. 

La minería, en nuestra tradiciíjn jurídica, tilo adquiere 
relevancia jurídica a través de la previa publicAo rni~~¿~, de la 
aplicación ulterior de la institución de la cormsih wkm~, de la que 
surge un especialísimo &recho miw~ a favor de los particulares, que 
permite la exploración y explotación de las minas. Esta es la realidad, 
y de aquí surgen tres instituciones que forman el <núcleo» de la 
disciplina, y que han permitido el nacimiento de un régimen especial 
para la minería; con razón, pues si son los institutos jurídicos el punto 
de partida y Ia base del desarrollo jurídico, y es a partir de ellos que 
es posible ofrecer respuestas a los problemas que ofrece el 
aprovechamiento de los minerales. A mostrar el contenido de esta 
trilogía de instituciones que conforma el núcleo disciplinario del 
derecho minero dedico la Segunda Parte de este escrito, con lo que 
comprobaremos las bases de su autonomía. 

WEXP~CACIÓN DEL NúcLt33 DOGMÁTICO L>EL DERECHO MINERO 

Es necesario entonces intentar un planteamiento que 
sistematice y explique, desde la perspectiva del derecho vigente, las 
instituciones y principios relativos al aprovechamiento de krs minas: 
esto es, un planteamiento dogm&ico (de ciencia del derecho). Para 
sistematizar la legislackk vigente, que es la tarea propia de la 
dogmatica, es necesario observar la realidad, esto es, la industria 
minera, y describir con conceptos jurídicos las &uaciones» o 
<<posiciones,> jurídicas que se prc&cen a propósito del 
aprovechamiento de los minerales: el papel del Estado (en aiguna de 
sus caras: como regulador o legislador; como Administración; o como 

~~SCUS); de los particulares; y, en ambos casos, en relación a ese recurso 
natural denominado <<minas». 
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Es la realidad de la tndusttia minera, y su regulación jurídica, 
histórica y vigente, la que ha moldeado unas instituciones informadas 
por principios juridicos perfectamente definibles, y que le otorgan el 
carácter de sistema jurídico autónomo (como disciplina) al derecho 
minero. 

El primer aspecto de esta realidad es la existencia de una 
generalizada puúlicatio, que cubre toda la actividad minera; esto es, 
para la actual les, la existencia de un <(dominio» o <(propiedad>> estatal 
de todas las minas; p&icatio que opera, en verdad, sobre la actividad 
económica minera consistiendo en la regulacion que el 
Estado/regulador (legislador) establece para el acceso y reparto de 
titularidades privadas en todo el sector (1); 

En seguida, el segundo aspecto de esta realidad es el ineludible 
procedimiento concesional minero, cuyo acto terminal consiste en la 
institución más típica y caracterizada del derecho minero: la concesi(in 
rnirma, a partir de la cual hoy el Estado/Administración «debe» (pues 
ya ha dejado de ser un acto discrecional o gracioso, como antaño) 
crear PX IIOUO los derechos mineros a favor de los particulares (2); y, 

En fin, el tercer y evidente aspecto de la realidad son los 
derechos mimms, creados a favor de particulares, que nacen ex UOZJO a 
partir de la concesión, y que en substancia posibilitan el 
aprovechamiento de las sustancias minerales situadas en un sector 
territorial determinado, ya sea para explorar o explotar tales 
sustancias (3). 

Estas son entonces las características generales de In industria 

minera, en rededor de las cuales se han moldeado hist6ricamente las 
instituciones de la disciplina del derecho minero; y de ahí 

diseccionamos, en clave jurídica, las diferentes categorfas dobtiticas 
que conforman el núcleo de la disciplina: son, a la vez, las que le 
otorgan la autonomía al sistema jurídico denominado derecho 
minero. 
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1. Publicatio rnimw~ 

Las fuentes histhricas confirman que la amplia y sostenida 
intervencion que el Estado a traves de su Administración (o su símil 
de antaiío) han realizado en el sector minero es una realidad 
permanente. La intervención en materia minera deviene intensa desde 
un primer momento, especialmente desde la vigencia de los 
regirnenes mineros provinciales romanos. Antes de tal época, esto es, 
en la etapa del derecho romano clásico, por la alta acentuación del 
contenido de la propiedad propugnado en aquella época, no cabe ni 
siquiera sospechar una intervención como la que hoy efechía el Estado 
en tales materias. En la etapa medieval, desde sus inicios, con la 
infiltracibn de la idea de las minas como regalía, el vínculo adopta por 
vez primera un tinte «patrimonial». Sólo la publificación operada 
durante la época romana teodosiana tiene características similares a la 
que podríamos propugnar hoy, pues en ambos casos se visualiza mds 
que propiedad, potestad regulatoria estatal. Así, existe hoy y antano 
una publicatio previa y total de la riqueza minera; a partir de ello, la 
exigencia de una concesión previa para el acceso de los particulares a 
la explotación de los minerales; de la que surgen los derechos 
propiamente mineros. Este mismo esquema se ha mantenido en toda 
la historia del derecho minero, hasta nuestros días, sin solución de 
continuidad. 

La explicación doh.mCÍtica de la intervención de la 
Administración en el sector de la minería, como en otros, es la 
utilización normativa, legal, de la tknica jurídica de la yublicntio; es la 
declaración previa y global de la publificación de todo el sector lo que 
constituye el titulo de todas las facultades que se arroga la 
Administracibn. Lo que la doctrina ha venido llamando (<dominio 
público)) es en realidad una forma de publicntio y fuente de potestades 
regulatorias. Así, toda declaración normativa de unos bienes como 
integrantes del (<dominio püblico» o aún como «propiedad estatal» 
(como en el caso de las minas en el derecho vigente chileno) es en 
realidad un instrumento de intervención, una horma dep~ddiuzfio. 
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De este modo surgen teóricamente las minas como bienes del 
udominio público>> (antigua iurn regnlin): de la afectación a la ~uhk~tio, 
t&nica y resultado. Pero, ¿qué significa que las minas esten 
publificadas? 

La p~rbli~tio encadena a los particulares que quieran aprovechar 
los minerales a seguir los procedimientos especiales que la ley 
consagra, llamados aqui procedimientos concesionales mineros, cuyo 
instrumento es la concesión minera; y solo es a partir de este acto 
donde surgen a favor de los particulares derechos ex UOVO, para 
explorar 0 explotar minerales. 

Ello significa impedir jurídicamente que la riqueza minera, 
como tal, ingrese al tráfico jurídico-privado, y evitar que operen los 
principios propios de ese sector del derecho: esto es, la ocupación, la 
prescripción como modos de adquirir. A tal tráfico jurídico-privado, 
no obstante, en definitiva, siempre se tiene que llegar por dos vías 
ulteriores: primero, una vez extraídos los minerales, ellos se 
convierten en un producto, en una mercancía más del trafico jurídico- 
privado, pero ya no como riqueza pública; y segundo, las 
titularidades mineras (los derechos mineros), como tales, como 
titularidades, pueden ser transferidos (contratos y asociaciones 
mineras) o, además, pueden obtener accesorios, como son los 
<<derechos reales» de servidumbre. 

Adicionalmente, el Estado/regulador le entrega al 
Estado/Administraci6n la potestad de otorgar a los particulares el 
título que les permite acceder a la explotación: la concesión minera. Y 
es a través de la concesión minera que nacen los derechos mineros; el 
Estado/Administracihn (formalmente representado en Chile por los 
tribunales ordinarios de justicia) crea tales derechos ex IIOUO, pues no 
existían antes, ni podían existir en un sector económico que, como 
consecuencia de la p~bliortio, había quedado excluido del tráfico 
jurídico privado. 
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La idea concesional siempre ha estado presente en la 
legislación minera histórica. En el derecho provincial romano existe 
ya perfectamente disenado un procedimiento concesional, a través 
del cual se otorgaba a los particulares derechos reales de 
aprovechamiento: ius occupmdi y yrqurietas; derechos para explorar y 
explotar, respectivamente. En el derecho romano postckico, cl 
procedimiento se generaliza, produciéndose una variopinta 
terminología, que hasta hoy no se uniforma, a partir de institutos 
como aregistros», «licencias>>, <<autorizaciones», «mercedes», etcétera. 

Un procedimiento concesional rigid en el derecho espanol 
medieval, a través de «licencias y mandados» y ~~rnercedes)~, Jo que en 
la época moderna se perfecciona a través de la introducción de los 
«registros». Estas ideas se trasladan al derecho minero indiano, 
donde, desde un inicio, se exige *licencia» para las exploraciones y 
explotaciones mineras, desembocando Juego, en los ordenamientos 
locales, en un sistema concesional que exigía previos <<registros», 
<<pedimentos> y <manifestaciones», con UllC3 regulación y 
terminología que aún perdura elI LlS legislaciones 
hispanoamericanas. En el derecho contemporáneo, el «sistema 
concesionaJ» opera a traves de tramitaciones administrativas (ya sea 
en sede propiamente administrativa o en sede judicial) perfectamente 
diseriadas, pasando a ser la única forma de obtener derechos mineros. 

Pero, a pesar de toda esta variada gama de términos, en 
definitiva, ello se homogeneizaría (al menos en doctrina) en una 
única institución, en una única abstracción y precio,so instrumento del 
derecho: la concesión minera. A partir de aquí, el papel de la 
concesión minera como centro nervioso o centro motor de todo el 
regimen jurídico de la minería no perderd jamás vigencia en toda la 
historia jurídica. Es esta pues una de las grandes constantes de In 
historia jurídica minera. 

En suma, en derecho minero, la institucion más tradicional y 
persistente en su historia es la concesiún minera, la que a través dr 
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diversas terminologías siempre ha sido, en esencia, lo que hoy 
llamamos como lal. Y esto es nsí pues la concesión ha venido a encajar 
en el ordenamiento minero con una precisión tknica difícil de lograr. 
En efecto, la concesión es un verdadero gozne que permite articular 
estos elementos tan disímiles: 

l La existencia previa de una p~rblic~/io sobre un? riqueza 
natural, como son las minas, que implica un sector completo de la 
economía. En palabras del legislador, de la declaración de la 
existencia de un dominio público~~ sobre las minas, que sí71o permite 
al Estado entregar a los particulares su aprovechamiento; y, 
Iimitadísimament~, su aprovcuhamiento por el mismo Estddo 
ronsidcrado como fisco. El traspaso de las <~minaw como tales, esto 
es, su alienabilidnd, no es permitido por la misma lógica del sistema; 

l La creaci~>n administrativa de derechos de aprovech;lmirnw 
a favor de los p,irticulares con el fii de extraer minerales desde 1~1s 
yacimientos llamados jurídicamente wGnasZ~, lo que no implica, 
jurídicamente, el traspaso del (llamado por la iex) ~~dominio~~ estatal 
sobre tdles minas. 

Así, a travss de la instituciirn dc la concesión mmera tanto ios 
particulares como el Estado/legislador o regulactor han encontrado 
un medio eficaz para compatiioilizar sus dw intereses propios: el 
interés del particular de adquirir un derecho de exploracibn y 
rxplotackn de minerales, y satisfacer así su deseo de obtener ventajas 
wMmicas; y el interk del Estado de satisfacer el interk público 
permitiendo y promoviendo la explotación de las riquezas naturales, 
sin menoscabo del interés común. 

3. Dtwchos mineros 

El tercer aspecto que conforma el núcleo dogmático del derecho 
minero es la titularidad minera, ei derecho minero que nace de toda 
concesi6n minera. Desde finales del siglo pasado ya se intuía que, en 
general, a partir de toda concesión relativa a bienes publificados se 



Facultad de Ciencias Jurídiws, Universidad de Antofagasta (Chile). 35 
Serie Seminarios, No7 3. 

111 JORNADAS CHILENAS DE DEWCHO UE MINERÍA. 

creaba a favor del concesionario un derecho especial, diferente en 
alguna medida a los concebidos por la ciencia jurídica con 
anterioridad, pero no se ofrecició una teoriución completa al respecto. 

Así surge la teoría de los derechos reales administrativos, la 
que se propone explicar la naturaleza jurídica del derecho 
normalmente exclusivo o privativo que, sobre los bienes públicos, 
nace a favor de un particular a través de una concesion 
administrativa. En otras palabras, ante los dos siguientes 
ingredientes: (a) unos bienes publificados; y, (b) un procedimiento 
concesional previo (una concesión administrativa, como título), sc 
trata de responder a la pregunta: ique calificacibn jurídica tiene o 
debería tener el derecho que de ahí nace a favor de los particulares? 
Tal teoría oirece la siguiente respuesta: se trata de derechos reales 
(pues se ejercen sobre una cosa) y de naturaleza administrativa (pues 
se hayan regulados por principios de derecho administrativo). 

Ahora, estos derechos mineros estan sometidos a un régimen 
jurídico especial; al regimen del derecho minero, dado que al surgir 
de una concesión en un sector publificado, forman parte de su núcleo 
dogmatice. Pero, hay que hacer una distinción: 

a) Todo lo atinente al ejercicio mismo de estos derechos, en 
cuanto al cumplimiento de reglas especiales de los trabajos mineros, 
su seguridad o relación con el @ano administrativo dotado de 
competencias en el sector (el SERNAGEOMIN), forma parte del núcleo 
mismo del derecho minero, y se rige por sus principios propios. 

b) Pero, hay dos huidas claras de materias contenidas en la 
legislación (que no forman parte del núcleo del derecho minero), pues 
arrancan hacia núcleos dobmaticos de disciplinas fronterizas: es el 
caso de la contratación y de la asociación minera, y el de la wupacion 
del suelo ajeno (las servidumbres), materias que forman parte del 
derecho privado, pues en la relación que se forma sólo actúan agentes 
privados, y dicen relacion con conceptos de naturaleza jurídica 



comercial « zivll: los contratos y sociedndes y las sewiclumbrrs o 
cargas reales, Ifis que * rigen por los principios del dwxho itltef 
,wiu~~tos: el dtwcho privado. Estas ma trrias no son propi,.mznte 

derecho minero,; 0, a lo menos, son un Gntersticiw, un wsp,Go- 
interclisíiplinari,, entre el derecho minero y el civil o comeic~al. 

El efecto prdcr~o de estA ~~17lilirntio es la sudrawón, dio idio, de 
In npropi,~ci~xI privada de todos los minrraltis de mñytx v,~Ior, s;~lvo 
los que excluye el ordenamiento jurídico, en una especie de &oyo 
negro0 de ia legislación: en nuestro caso, lo&~s los mLikriL&s que x 
,~plican dircctnn-iente a la construccifin, las arenas, Ins piedras, en 
general, los áridos; todos ellos no son parte dc la publit’i<aciCq o 
propiamente, del núclw dogmático del derecho minero. MBs bi¿l~, 
son LLI espe&A’Gmo derecho minero: o, cumu se quiera, un intersticio 
disciplinario. 

2” En seguida, como consecuencia de la aplicaciim de la 
y~~úli~~~fi~, ha de operar en el sector la instituciDn denominada 
corfwsih rnirfcw, igualmente de una especial naturaleza jurídica, y 
cuyo procedimiento es especializadísimo, pues se desgaja del derecho 
administrativo. 



Ei efecto práctico de la operatividad de ebte comercio juridico- 
público, es que la concesión es el único instrumento jurídico que 
origina derechos en el sector; no hay aquí posibilidad de recurrir a los 
instrumentos del derecho privado, como la ocupación o prescripci6n 
de estos &ww (si es que son docupables» las minas, por lo demas). 

3” En fin, de la concesión surge cada nkecho ~rzim?‘o, ~~1~~ iitaio 
fniiruro, en cuya virtud los particulares exploran y explotím la riqurza 
minera. El ejercicio de estos derechos, explorando y explotando los 
yacimientos mineros forman parte del núcltw de la disciplina. 

Pero, a propbsito de estos derechos, al transferirlos 0 al ocupar 
suelo ajeno para su ejercicio, es en donde descubrimos quiz&s la m6s 
importante huida al derecho privado: tanto de la legislación, como de 
la práctica profesional y profesoral espt~ializnda. En otras palabras, el 
efecto prktico es que todo lo que la legislaciõn dice, y lo que desde el 
punto de vista prctfesional y profesor4 desarrollamos wbre los 
contratos y sociedades <<mineras)>, y sobre servidumbres «mineras),, ni 
no formar parte del núcleo dogmático del derecho minero, se rigen 
por los principios propios del derctiw privado. ¿QuP tiene que ver el 
Estado/Administració con los contratos, sociedades o servidumbres 
mineras? Todo esto es una relacibn jurídica ifzlrr ~ri~ff~~s. En otras 
palabras, si los contratos y sociedades mineras, y las servidumbres 
mineras, estuviesen en las leyes correspondientes, y por lo tanto 
diferentes al C&iigo de Minería (por ejemplo, en e’r Citiigo Civil o en 
una ley especialísima) ello set-b armónico coi> una adecuada t&r\ica 
legislativa. 

4” A partir de las tres categorías dogmAticas o instituciones 
denominadas ~f~~)~i~~~i~ t~lj}l~r~, concesi& minera y derecho minero (y 
de sus exclusiones) surge, en esencia, el concepto de derecho minero. 
Ellos conforman et ser de esta disciplina: en torno a estas tres 
instituciones centraies, contenidas en la Icgislaci<in vigente, se articula 
el sistema regulatorio de la industria minera. En estas instituciones 
encontramos los principios jurídicos que caracterizan al derecho 



nunero, los ìudles debemos diseccionar para comprencirrla m;ìs 
ordenadamente. Las demás materias conexas;, fronterizas o como 
queramos llamarlas, aunque ocupen muchos artículos del vigente 
C6digo de Mines ía (como los contratos mineros y las servidumbres 
mineras) no forman parte integrante de esta disciplina; es por esa 
i ,-~zón que se rigen por principios del derech<> civil, a cupo núcleo 
.;ugmdtico pertenecen. 

Entonces, podemos decir cfin propiedacï que en la practica los 
cspecialistns del derecho minero no sólo se dedican a estudiar las 
legre> de su disciplind propia, sino tambitk x d+.lic;ln ;1 t’acudiar las 
leyes de un prchrdimiento eapeclalísimo (el minero: que se desgaja 
del derecho dilmimstrativo); y de un espeCidiíSinl0 citw&o civil y 
comercial, re~pt’ctivdm~nte: el de las servidumbres, contrntl)s 1 
:ociedades mineras. 
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LAS ARENAS, ROCAS Y DEMAS 
MATERIALES APLICABLES DIRECTAMENTE 

A LA CONSTRUCCIONl 

Rafael Cnos Aguirre* 

S 
UMARIO. Introducción. 1 La norma legal. J.- J%truchrra le@. 2: Orígenes. LI El 
signihcado de la expr&ón “No se consideran sustancias minerales”. 111 El 
significodo de la exprrsi0n “las ercillas superficial= y las arenas, rocas y demás 

materiales aplicablrj directamente a 1s. construcción”. 1; Enumcraciún. 2: 
Caracterktic;ts de la enurnwación. IV El significadu dc la expresión “y los demás 
materialn aplicables directamente a la construcción”. 1: Los demás matwiales. 2: 
Aplicables. 3.- Dircxtamentr. 4.- A la construcción. V S+ificado de h expresión “todas 
las cuillru x rigen por el derecho común o por las nomus rspccialcs qur a su rqxcto 
dicte el Código dc Minería”. 1: La exclusit>n drl régimsn minero. 2: Lu qlicaci6n del 
derecho común. 3.- La aplicación de la legislación especial. Blbliografia. 

INTRODUCCI6N. 

Los minerales de la construcción. 
Denominamos minerales de la construcción, a aquellos que se 

aplican a esta actividad. Hay dos clases de minerales de la 

1 TABLA DE ABREVIATURAS. LOCCM, Ley Orgánica Constitucional sobre 
Concesiones Mineras; LOCM, Ley Orgánica Constihlcional de Municipalidades; CM, 
Código de MincríU; CPR, Constituci6n Políticn de la República; DL, Decrctu Ley; DFL, 
Decreto con Fuerza de Ley; LIS, Uecrrto Suprrmo; CC, Código Civil 

* El prcwznte nrtículo fuc distinguido con el primer lugu, ni 1-1 COIICLIM dr ponencias 
prrsentadas rn 1.x 111 Jornadas Chilenas dr Dcrwho de blink.l, u>rgwkad% por Lu 
Facultad de Ciencias Jurídicas de la Uni\wsldad de Antofagastn. 




